Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 10 minutos.) 


-Antes de comenzar con el asunto que hoy nos convoca, quiero informar algo. Si bien está 
todo planificado para ir el día 29 a Paysandú y Salto, muy posiblemente ese día tengamos sesión del 
Senado para aprobar su Presupuesto y de la Comisión Administrativa. Así que tal vez debamos 
cambiar ese viaje y, en el caso de hacerlo, intentaremos que sea para el día 31. Este imprevisto nos 
cambió un poco los planes. Queríamos avisarlo con tiempo, puesto que muchos ya han confirmado su 
participación. Hoy a las 16 horas hay coordinación de Bancada, por lo que ya sabremos exactamente si 
ese día tenemos sesión; en realidad, es muy improbable que no haya sesión del Senado, porque se 
citaría para votar, como dije, el Presupuesto -hay que votarlo antes del 31- o se llamaría a Sala a la 
Ministra de Salud Pública. 


Hemos sido convocados para escuchar el informe anual del Comisionado Parlamentario, así 
que con mucho gusto le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR GARCÉ.- Muchas gracias señor Presidente; por su intermedio, saludo a todos los miembros 
de la Comisión. 


Antes de referirme al informe, quiero decir que mañana a las 9 y 30 tendremos una reunión 
con el Inspector Mendoza y todo el comando del INR, a efectos de trasmitir directa y personalmente - 
sin perjuicio de lo que se haga luego por vía formal- las recomendaciones generales que incluye este 
informe. 


Por otro lado, también el día de mañana, a las 17 horas, estarán prestando juramento los dos 
primeros jueces de ejecución y vigilancia ante la Suprema Corte de Justicia. Esto tiene que ver con 
inquietudes que habíamos planteado previamente. Queremos expresar la satisfacción por un paso 
histórico que se estará dando, entonces, el día de mañana. 


El informe consta de dos grandes partes. En la primera se expone un resumen que contiene 
una apreciación general en la primera carilla y luego se hace referencia a diez ejemplos de buenas 
prácticas, a diez áreas críticas y a doce recomendaciones generales que refieren a cinco áreas 
temáticas, que son: la prevención de la tortura y el maltrato; la salud; el trato con familiares y con el 
público en general; el uso de recursos disciplinarios; y la prevención de incendios. 


La segunda parte -el informe en sí- tiene un mensaje a la Comisión que es de estilo - 
naturalmente que es una reseña de lo más importante- y luego desarrolla tres temas que fueron 
elegidos o porque previamente no habíamos incursionado en ellos, o por la importancia que tienen. El 

primer tema tiene que ver con los aspectos jurídicos vinculados a la aplicación del Protocolo 
Facultativo a la Convención Contra la Tortura; el segundo, con cuestiones médicas referidas a la 
prevención de la tortura y del maltrato, con especial referencia a enfermedades como tuberculosis, 
personas que viven con VIH y alimentación; y el tercero con el uso letal de medios de fuerza, en 
particular el problema de la comunicación del empleo de recursos de fuerza y, lo que me parece más 
importante, el deber de comunicación que tiene el Estado frente a situaciones con apariencia delictiva y 
las garantías de no repetición. 


Muy brevemente voy a hacer mención a la primera parte del informe que entiendo que es 
esencial y podría ser objeto de debate o preguntas. 


El 2013 ha sido un año de transición, continuaron algunas líneas de desarrollo interesantes 
que se venían planteando desde años anteriores. En ese sentido, durante el período informado se 
produjo una disminución del hacinamiento que, en términos generales, si cruzamos la cantidad general 
de plazas y de personas privadas de libertad llega aproximadamente al 125 %, es decir, confirma la 


tendencia decreciente. En los primeros informes dábamos cuenta de una densidad próxima al 145 % a 
nivel nacional. 


Asimismo, se registraron avances en la creación de una estructura nacional única de 
cárceles, es decir, lo que estaba proyectado en la Ley de Presupuesto. 


Una buena noticia es que aumentó la aplicación de medidas sustitutivas de la prisión 
preventiva. Esta es una cuestión planteada recurrentemente en esta Comisión y, sin duda, tiene que 
ver con la afirmación de un mecanismo administrativo representado por la OSLA, Oficina de 
Seguimiento de Libertades Asistidas. 


Por otra parte, disminuyó el número de muertes violentas en las cárceles. En años anteriores 
el número había sido más elevado, principalmente entre los años 2009 y 2010 por efecto de los 
incendios. Actualmente, ese número bajó. 


Otro aspecto positivo es que aumentó la cantidad de personas que trabajan o que estudian. 
Un aspecto muy significativo es que existe un creciente aumento del número de internos que realizan 
tareas de reconstrucción de áreas que fueron vandalizadas en ocasión de motines, o de reciclaje de 
otras que tenían mal estado de conservación. 


Finalmente es necesario destacar que el Estado, sin abandonar la laicidad -es decir, su 
posición de neutralidad en esta materia- ha promovido interesantes medidas de vida religiosa dentro 
de las cárceles. Esto no refiere a ninguna religión en particular, sino a la actividad religiosa en general. 


Al mismo tiempo, mientras marcamos estos avances ha habido algunas cuestiones que 
requerirán todavía más atención, esfuerzo y, según el caso, más inversión. 


En primer lugar, tenemos que mencionar el motín de octubre en el que se dieron dos casos 
que en su momento informamos como ejecuciones extrajudiciales. Entendemos que hubo un avance 
muy interesante en los primeros días de la investigación, tanto administrativa como judicial, pero ha 
pasado un período considerable de tiempo y todavía no se han determinado las responsabilidades. 
Después vamos a volver sobre esto, porque si bien esos actos fueron cumplidos fuera de la cadena de 
mando, es importante, como medida y como garantía de no repetición, la determinación de las 
responsabilidades y eventualmente la depuración de los cuadros funcionales. 


Otra cosa que preocupa es el aumento de la tasa de encarcelamiento. Hablamos de una 
disminución del hacinamiento como resultado de la inversión y de la construcción de nuevas 
infraestructuras, pero la cantidad de personas encarceladas ha continuado aumentando, aunque es 
cierto que ha sido en una proporción y en un ritmo menor a años anteriores. Creo que esto se relaciona 
con la promoción de medidas sustitutivas de la prisión preventiva, que es uno de los aspectos que 
marcamos como avance. Pero la cantidad de personas privadas de libertad aumentó menos que en 
otros años; si bien aumentó. Por otra parte, se incrementó claramente la cantidad de personas que 
están en programas de libertad vigilada. Podríamos decir que el aumento de la aplicación de esas 
medidas sustitutivas equivale al menor incremento en la cantidad de personas privadas de libertad. Esa 
es una buena noticia. 


También preocupa el uso de la prisión preventiva, que no es solamente una cuestión a 
estudio del Parlamento, en todo caso lo es únicamente en cuanto a que podrían y deberían revisar 
algunas normas que refieren al tema. Esto es, básicamente, una cuestión de aplicación de esas 
normas. La prisión preventiva continúa siendo aplicada con exceso, más allá de plazos razonables y 
muchas veces en ausencia de razones cautelares que justifiquen el encierro de esas personas cuando 
todavía les asiste el principio constitucional de presunción de inocencia. 


Otro aspecto que nos preocupa es la tendencia a la disminución de las salidas transitorias. En 
la Rendición de Cuentas de 2012, el Parlamento votó una norma que tendía a flexibilizar este tipo de 
salidas, autorizándolas en vía administrativa para aquellos casos donde hubiera un convenio y se 
determinara una custodia por parte de las autoridades del INR. En su momento expresamos que 


parecía una buena medida y que esperábamos que tuviera un impacto favorable en la práctica. Sin 
embargo, a pesar de esa medida legislativa, la proporción de las personas que tienen salidas 
transitorias con respecto al total de la población reclusa continúa bajando. Si comparamos las cifras 
que dimos en el informe del 2006 con las actuales, podemos ver que la cantidad de personas que 
tienen salidas transitorias judicialmente aprobadas, se redujo a la mitad. En cuanto al motivo de la 
reducción de este número, se podría decir que por razones de seguridad pública se quiere evitar que 
algunos internos cometan delitos en ocasión de estas salidas transitorias, pero lo cierto es que quienes 
cometen delitos en esas situaciones son un número ínfimo en comparación con todo el universo de las 
personas que tienen este tipo de salidas. 


Por otro lado, también nos preocupa lo relativo a la coordinación de la asistencia médica. 
Esta asistencia ha mejorado dentro de los establecimientos, pero la coordinación de intervenciones, 
consultas y todo lo que tiene que ver con la actividad médica especializada, está tropezando con 
dificultades. Esto lo hemos analizado a fondo en el informe y por eso en su desarrollo hablamos de la 
prevención médica como un aspecto muy importante en la prevención de la tortura. 


También quiero mencionar lo vinculado a la protección de las víctimas, denunciantes y 
testigos dentro del sistema carcelario. Todos queremos un sistema que siga avanzando en 
transparencia y mejorando la gestión, pero si no se protege eficientemente a los denunciantes, 
estamos dando un mensaje contraproducente. Cuando se encierra a un testigo o a un denunciante, 
muchas veces se lo pone en una situación más vulnerable que la que estaba antes de hacer cualquier 
tipo de planteo. Para ello se invocan razones de seguridad pero lo cierto es que esa seguridad, 
entendida como la segregación de la persona, termina desestimulando cualquier denuncia o planteo de 
violencia institucional, hechos de corrupción o cualquier suceso con apariencia delictiva. 


Hecha esta presentación que resume todo lo que figura en el informe, quiero hacer referencia 
a diez buenas prácticas y diez áreas críticas. Podrían haber sido doce o catorce pero elegimos las diez 
principales y, además, buscamos deliberadamente un equilibrio entre lo que se estimula como buena 
práctica y lo que se marca como necesario para la continuación del esfuerzo. 


Voy a empezar por las buenas prácticas. Me parece muy importante y saludable que se 
hayan adoptado medidas fuertes, en algunos casos, para la auditoría del ingreso y reparto de los 
alimentos en las cárceles. Esto es una primera señal que por sí misma no implica la resolución del 
problema de la corrupción pero, sin duda, marca una señal y por ello es importante reconocerlo y 
destacarlo como una buena práctica. 


En segundo lugar, en materia de transparencia, podemos mencionar la creación de un 
Centro de Diagnóstico y Derivación, donde antes funcionaba la Cárcel Central de Jefatura. Eso mejoró 
la transparencia en la adjudicación de las plazas y lugares cuando una persona ingresa al sistema 
penitenciario. Ahora se tienen criterios más objetivos para determinar si una persona va a Libertad, al 
Comcar, a Juan Soler, a Colonia, a Campanero o a cualquiera de los establecimientos que componen 
la órbita del INR que, a esta altura, prácticamente tiene carácter nacional. 


Por otra parte, en un informe planteamos la preocupación -esto fue hace un tiempo- sobre el 
uso indebido de un buen concepto como es la seguridad dinámica. Pero se le daba mal uso porque 
bajo la denominación de seguridad dinámica se encubrían traslados arbitrarios o decisiones de 
traslados que no lo eran y si bien respondían a un propósito real y correcto, no habían sido 
debidamente fundamentados. Entonces, la creación de una Junta Nacional de Traslados ha dado 
trasparencia a esos movimientos. Esto era algo realmente muy necesario. 


En tercer término, ya mencionamos algo con respecto a las medidas sustitutivas a la prisión 
preventiva. En este caso, la buena práctica está en la promoción de mecanismos administrativos, de 
manera de dar respaldo a los magistrados, a los jueces y a los fiscales, a través de medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva. Concretamente, estoy hablando del fortalecimiento de la Oficina de 
Seguimiento de Libertades Asistidas, es decir, la OSLA. Como decía, esto tiene que ver con un 
incremento menor de la población reclusa en este período en comparación con los anteriores. 


Un cuarto aspecto, que tiene que ver con una buena práctica que ya mencioné y que quiero 
remarcar, es el aumento de las personas que trabajan y estudian. En particular, tenemos un cambio de 
actitudes y de códigos internos. Hace años era inviable pensar que un interno pintara una reja o 
refaccionara una celda. Eso estaba mal visto porque se entendía que era una forma de cooperación 
con un sistema que era rechazado. Por lo tanto, quien trabajaba era objeto de represalia por parte de 
los otros internos. Esto se fue revirtiendo y la experiencia de la reconstrucción de los módulos 1 y 5 - 
que es muy caro- del módulo 1 en Canelones, así como de otras áreas en diversos establecimientos, 
marca un cambio muy saludable en las actitudes porque estas personas, que no tenían hábitos de 
trabajo ni aptitudes mínimas para ello, hoy tienen la certificación, como medio oficial, otorgada por la 
Cámara de la Construcción o el propio Sindicato Único Nacional de la Construcción. 


En quinto lugar, quiero destacar la colaboración que la Oficina del Comisionado ha tenido 
para la realización de su tarea. La colaboración parte desde la relación institucional con el Ministerio 
del Interior, particularmente, con los niveles operativos, el INR y las Jefaturas de Policía, los Directores 
de los establecimientos, así como también de los funcionarios más humildes. A veces, cuando 
llegamos a un establecimiento, en lugar de tenernos parados en la puerta veinte minutos, al frío en el 
invierno o al calor en el verano -tal como pasaba antes- nos franquean el ingreso, nos traen a las 
personas que pedimos. A su vez, si solicitamos ver calabozos donde hay personas sancionadas no hay 
ningún tipo de problemas. Esto también es un cambio saludable, que ha facilitado no solo la obtención 
de la información, sino la preparación de este reporte. 


En sexto término, quiero destacar las actividades relativas a la salud mental llevadas 
adelante por el equipo de salud mental de ASSE. Como recordarán, en una de las visitas al Penal de 
Libertad que realizamos con los integrantes de la Comisión, se nos introdujo en la obra de teatro «12 
hombres en pugna», adaptación libre y muy interesante de un clásico de la década del cincuenta. 
Detrás de la representación teatral hay todo un trabajo en salud mental que, en algunos casos, 
comprende a personas que fueron líderes de motines en 1999 y 2002. Esto lo recuerdo porque fui 
defensor de oficio de ellos hace más de una década. Estas personas actualmente están próximas a 
obtener la libertad y están pidiendo para ir a hablar al sistema penal juvenil -no sé si esto se autorizará 
o no, pero esa es la intención- para decirles a los más jóvenes que el delito no paga; que no cometan 
los errores que ellos cometieron; que han perdido la juventud, la familia y los amigos y que no quieren 
que les pase esto. Entonces, que una persona, que estuvo privada de su libertad dieciocho años, que 
participó en motines y tomó rehenes, diga hoy que quiere hablar con los más jóvenes, me parece que 
es una señal muy interesante. Detrás de esto, hay un trabajo del equipo de salud mental y lo quería 
destacar. 


En séptimo lugar, al inicio hablé de la disminución de las muertes violentas. No solo las 
muertes violentas han disminuido, sino también los incidentes. Voy a mencionar el caso del Penal de 
Libertad porque me parece el más claro de todos. Hace años, en la cárcel más cerrada de nuestro 
sistema, la unidad de mayor seguridad y de castigo -porque funciona como unidad de regresión cuando 
hay algún tipo de falta administrativa- había incidentes todas las semanas, y a veces las muertes 
violentas se contaban por decenas en un mismo año. En aquel momento se nos decía que había que 
cerrar porque, de lo contrario, se mataban. Había un círculo que se repetía: más encierro cuando era 
insostenible la situación y, cuando se abría un poco los módulos, las latas, surgía todo tipo de 
problemas. 


El cambio de la orientación de la Dirección -esto comenzó en el año 2012 en el Penal de 
Libertad- tendió justamente a lo contrario, es decir, abrir con criterios razonables de seguridad para 
que no hubieran problemas, no a partir del encierro, sino a partir del trabajo, del estudio y de la 
apertura del Penal. Es así que se logró que bajaran los niveles de violencia, reitero, en la cárcel más 
complicada que teníamos en todo nuestro sistema penitenciario. 


Al mismo tiempo quiero destacar algunos ejemplos que me parecen de buena práctica en 
Punta de Rieles, Colonia o Juan Soler, en donde se ve un trabajo de promoción de oportunidades. La 
Comisión ha estado en alguno de esos establecimientos y, por tanto, no me voy a extender. Ya hablé 
de la promoción de las actividades religiosas pero cabe recordar que en octubre del año pasado el 
Instituto Nacional de Rehabilitación aprobó un Protocolo para la Vida y Atención Religiosa en las 
Cárceles. Se trató de una iniciativa de doce instituciones religiosas que trabajaron de manera 
coordinada para lograr una reglamentación de esas actividades, con el fin de promoverlas y de darles 


el debido respaldo y reconocimiento. Me parece que este es un cambio muy significativo, sobre todo, 
teniendo a la vista la historia complicada de la relación entre el Estado y la Iglesia Católica, en 
particular. 


En noveno lugar, quiero mencionar los convenios del Patronato Nacional de Encarcelados y 
Liberados que tienen, como contraparte, a autoridades y empresas privadas que están permitiendo que 
los liberados obtengan empleos y que las personas privadas de libertad comiencen a trabajar con 
miras a una futura inserción laboral. 


Finalmente, como ejemplo de buena práctica, quiero mencionar a El Molino, ese pequeño 
establecimiento ubicado próximo a la zona de Belvedere, donde desde 2010 hay unas 30 madres con 
sus hijos. Más que reconocer la buena práctica institucional, lo que queremos es pedir que se le 
otorguen mayores recursos a esa experiencia, los necesarios para que pueda seguir con esa línea de 
trabajo. 


Por otro lado, quiero marcar las principales áreas críticas, algunas de las cuales refieren a 
aspectos ya señalados en informes anteriores y otros los agregamos ahora. 


En primer lugar, ya hemos hablado de la prisión preventiva y de su uso abusivo, es decir, 
más allá de plazos razonables. 


En segundo término, quiero referirme a la tasa de encarcelamiento. En este sentido quiero 
reafirmar, señor Presidente, que contando a todas las personas privadas de libertad en Uruguay, esa 
tasa es de 300 por cada 100.000 habitantes. Si solo se toman en cuenta las cárceles, probablemente 
esa tasa sea menor -podríamos estar hablando de 280 personas cada 100.000- pero debemos analizar 
el fenómeno global de la privación de libertad. El Comisionado Parlamentario reporta sobre las 
cárceles, pero el problema de la privación de libertad como política criminal es algo general. Uruguay 
tiene el doble de personas privadas de libertad que Argentina y Brasil. 


En tercer lugar, menciono la disminución de las salidas transitorias a pesar de las medidas 
legislativas para revertir esta tendencia. 


En cuarto término, aunque ya me referí de la impunidad en un caso de uso letal de la fuerza, 
como decíamos al comienzo, la señal dada por el Instituto Nacional de Rehabilitación y la Justicia en 
las primeras horas y días después de las dos muertes en el Comcar fue positiva, pero después la 
investigación no ha arrojado otras responsabilidades y, al menos hasta ahora, no he sido informado de 
la depuración de los cuadros funcionales. Presumo que si no ha habido una comunicación de su cese, 
los integrantes de la brigada de traslado que, rompiendo la cadena de mando, se apostaron en las 
azoteas del módulo 1 y del módulo 2 y dispararon a mansalva, continúan en actividades. A los efectos 
de las garantías de repetición se requiere esa depuración de los cuadros funcionales. 


En quinto lugar, quiero hablar algo de la dieta. La alimentación sigue siendo insuficiente, 
aunque ha mejorado en muchos establecimientos y rápidamente, sobre todo, después de que se 
tomaron medidas fuertes de control. Por ejemplo, estoy hablando de la intervención de la cocina en 
algún establecimiento, lo que demuestra que no se trata solo de gastar más sino, sobre todo, de 
auditar mejor. Tengo entendido que desde que se tomaron medidas de auditoría aparecieron 
mensualmente 8.000 kilos de carne que antes tenían otros destinos o, en definitiva, no se sabía con 
claridad cómo se distribuían. Por lo tanto, una medida de ese tipo tiene que ser saludada, al mismo 
tiempo que marcamos que la dieta, reitero, todavía sigue siendo insuficiente y que requiere aún el 
complemento y la ayuda familiar, lo que no debería darse. 


Sobre todo voy a insistir ante las autoridades del INR y del Ministerio de Salud Pública para 
que los servicios médicos, que tienen la obligación de controlar la dieta, lo hagan periódicamente 
porque eso está previsto en la ley penitenciaria de 1975 y, por lo tanto, no hay razón para que no se 
cumpla. 


En sexto término, quiero volver sobre el problema de la tuberculosis. Recordemos que la tasa 
de prevalencia de esta enfermedad en las cárceles es más de 30 veces superior al promedio general 
en toda la sociedad. Es necesario hacer baciloscopías, en todos los casos, al ingreso, y luego 
aleatoriamente en forma periódica, para tener monitoreados todos los sectores. También es necesario 
que se instalen áreas ventiladas, esos lugares apartados para tratar a las personas para que no 
contagien a los demás y, muy especialmente, cuando hay convivencia con personas con VIH, por 
obvias razones. Sin embargo, en algún caso hemos encontrado que había personas enfermas de 
tuberculosis conviviendo, a escasos metros, con enfermos de VIH. Realmente, hay una clara 
necesidad de prever esos apartados para tener un mejor tratamiento. 


Luego está el problema de las coordinaciones de la asistencia médica. Este es un problema 
que se plantea en forma recurrente y, como está especialmente tratado en el informe, me remito a lo 
que allí se establece. 


En octavo término y como área crítica, quiero referirme al tratamiento de las adicciones. He 
hablado de este tema en otras ocasiones, pero no puedo omitirlo en un informe anual: mantenemos y 
reafirmamos la recomendación de crear áreas de tratamiento para el problema de las adicciones, no 
solo desde lo punitivo sino también desde lo terapéutico porque, si no, las posibilidades de reinserción 
y de baja de las reincidencias quedan comprometidas. 


El noveno punto se refiere a la protección de las víctimas y testigos así como a la necesidad 
de fortalecer los mecanismos de protección, tema al que ya aludí. 


Finalmente, quiero insistir sobre el proceso penal. Sabemos que la Comisión del Senado 
abocada a su estudio viene avanzando y que se aproxima la votación del proyecto. A este respecto, 
consideramos que es necesario aprobar el Código del Proceso Penal y mucho más lo será 
instrumentarlo y aplicarlo. Por eso es que, con vistas al futuro, en los cinco años de la próxima 
Administración, creemos que además de mantener la reforma penitenciaria y de continuarla hasta 
obtener todavía mejores resultados, se deben priorizar dos grandes cuestiones: el tratamiento de las 
adicciones y la reforma penal. Si bien todas las cuestiones antes mencionadas son importantes, estas 
dos áreas son esenciales porque, en materia de proceso penal, el Uruguay está cincuenta años 
atrasado con respecto a países que tienen niveles de desarrollo humano mucho más discretos; y, con 
respecto a las adicciones, porque tienen que ver con la calidad de la seguridad humana. 


Señor Presidente: para terminar, nos permitimos hacer doce recomendaciones vinculadas a 
los cinco temas que acabo de mencionar. 


En primer lugar y en materia de prevención de la tortura recomendamos dar, en todos los 
casos y sin excepción alguna, un cumplimiento estricto de la obligación legal de dar cuenta a la Justicia 
toda vez que se ha hecho uso de recursos de fuerza, bajo qué circunstancias se hicieron y qué 
resultados se obtuvieron. La comunicación se hace, pero no siempre es así, y cuando se hace, a veces 
no refiere a todas las circunstancias. De hecho, en general, en la práctica he podido advertir que 
cuando hay un procedimiento correcto se comunica rápido y con todos los elementos; en cambio, 
cuando el procedimiento tiene un defecto por demasía o por omisión, entonces, la comunicación se 
tarda o no es completa. Por lo tanto, la prevención del maltrato requiere que la Justicia esté enterada y 
pueda actuar inmediatamente. 


En segundo término, quiero decir que en 2012 habíamos recomendado y mantenemos - 
precisamente mañana hablaremos con el Inspector Mendoza y su comando sobre este tema- la 
necesidad de proceder a la revisación médica de todas las personas, tanto cuando salen como cuando 
entran de los establecimientos carcelarios, para evitar despedidas y bienvenidas. 


En tercer lugar y en línea con lo que acabo de expresar, creemos que sería muy saludable - 
por eso lo recomendamos- contar con una orden de servicio. La idea es que todos los Directores y 
encargados de establecimientos que se nieguen a recibir a las personas cuando presentan evidencia 
de maltrato, den cuenta de la situación a la Justicia y que hasta que no se esclarezcan los hechos no 


sean ingresadas en la unidad penitenciaria. No tengan duda alguna los señores Legisladores de que si 
esto se hiciera, se mejoraría sustancialmente la cuestión del uso de los medios de fuerza. 


En cuarto término, recomendamos tener mucho cuidado y ser muy racionales en la utilización 
de lugares como los calabozos, que no están aptos para la reclusión y que solo deberían ser 
empleados para el alojamiento de personas durante períodos cortos, esto es, veinticuatro o cuarenta y 
ocho horas, y no más. Muchas veces ocurre que, por conflictos de convivencia, se generan problemas 
que resultan muy difíciles de administrar por parte de los Directores. A partir de allí, una persona queda 
en una situación de depósito, indefinida, que se prolonga a veces en el tiempo. 


En 2014 -aclaro que ello no consta en el informe porque ocurrió con posterioridad- la Dirección 
del Instituto Nacional de Rehabilitación dictó una orden de servicio, que considero muy buena y la 
quiero mencionar, porque tiene que ver con este punto. Según esta, cuando una persona queda en el 
calabozo más de cinco días -por ejemplo, en los boxes del módulo 6 del Comcar- pasa a depender, ya 
no del Director sino del Coordinador de la Zona Metropolitana. ¿Por qué? Porque es él quien debe 
procurar rápidamente el movimiento hacia otro establecimiento. Esto está bien porque tiende a agilizar 
los procedimientos de traslado y, en consecuencia, el tiempo de permanencia en esos boxes. 
Recordemos que en esos boxes se produjo el incendio de agosto de 2009. ¿Por qué? Porque había 
gente que hacía mucho tiempo que estaba allí, que comenzó a protestar y que eligió el peor medio 
para hacerlo  -prender fuego los colchones- ya que hubo consecuencias letales. 


En definitiva, la utilización de estos calabozos tiene que ser excepcional y así se lo hemos 
planteado al Inspector Mendoza, pero vamos a seguir trabajando conjuntamente en esa dirección. 


Hay una quinta recomendación que tiene que ver con los vehículos de traslado de personas. 
Si los vehículos particulares son fiscalizados y sus propietarios son sancionados cuando omiten las 
normas de seguridad -por ejemplo, en lo que respecta a los cinturones de seguridad- no es 
comprensible, ni admisible, que los vehículos públicos de traslado de personas privadas de libertad no 
tengan elementos de seguridad. Puedo asegurar que la condición de esos furgones, donde muchas 
veces las personas quedan sujetas, no por un cinturón sino por las esposas -el peor medio de sujeción 
durante un traslado- genera un riesgo; hasta ahora no ha pasado nada, pero puede llegar a suceder 
que el vehículo tenga un accidente, sufra un choque o un impacto, y ello acarrearía consecuencias 
graves para la salud de quienes viajan allí. Pensemos que todas las semanas se dan cientos de 
traslados, así que la recomendación es que en un plazo breve se proceda al acondicionamiento, de 
modo tal que esos vehículos cumplan con la reglamentación de seguridad en el tránsito, ni más ni 
menos, tal como sucede con los vehículos particulares. 


En sexto lugar y con respecto a la salud, recomendamos la supervisión médica de la dieta 
como elemento de garantía y de prevención. 


En séptimo término, creemos que habría que desarrollar programas de tratamiento de las 
adicciones, en particular de la pasta base. 


Una octava recomendación, en consonancia con las áreas críticas planteadas, sería disponer 
y verificar la realización de controles para la tuberculosis al ingreso y luego periódicamente, durante la 
privación de libertad. 


Hay una novena recomendación en materia del trato de los funcionarios con el público y los 
familiares de la persona recluida. Aquí tenemos una fuente permanente de quejas que se debe a dos 
razones: una de ellas tiene que ver con el trato verbal. Cabe acotar que los funcionarios no siempre 
son respetados y tratados con educación, pero como agentes públicos encargados de hacer cumplir la 
ley no se pueden poner a la altura de quien los agrede e insultar de la misma manera. Hay un 
problema de trato verbal que es constante; por lo menos, las quejas son permanentes. 


Por otro lado hay un problema que es más complicado, porque muchas veces las personas, 
los familiares, no saben qué pueden llevar y qué no porque las instrucciones son contradictorias o 
cambiantes. En consecuencia, lo que un día está permitido por una guardia, otras veces no lo está 


porque cambió la guardia y el criterio es diferente. En ocasiones, cuando las personas se quejan, 
reciben respuestas que son confusas. Sé que la Dirección del INR está preocupada por esto, sé que 
además han dado instrucciones, pero me parece que habría una medida preventiva que podría ayudar 
muchísimo y es la identificación de los funcionarios. Si fuera de una cárcel sabemos con quién 
tratamos cuando hablamos con un servidor público, quien trata con un familiar o con el público debería 
estar igualmente identificado; tal vez no por su nombre, pero sí por un número o un código. No se trata 
de exponer el nombre del funcionario, lo que no sería necesario, sino de tener una referencia de modo 
tal que al funcionario que hace bien las cosas se lo pueda reconocer, al igual que al que las hace mal. 
Creo que esto tendría un efecto preventivo y disuasivo del trato verbal que sería muy eficaz en el corto 
plazo. 


En décimo lugar recomendamos continuar con la sustitución de los sistemas de inspección 
ocular de la visita por escáneres. Esto se ha hecho en el Comcar y en Libertad, pero todavía faltan 
algunos establecimientos importantes como, por ejemplo, Maldonado, la Cárcel de Mujeres, Canelones 
O Rivera. Allí hay una importante cantidad de visitas que ingresan y la revisación es degradante para el 
que la padece y también para el que sufre haciéndola. Naturalmente, esto requerirá inversión, pero lo 
planteo con miras al próximo período de Administración. 


En materia de régimen disciplinario hay una undécima recomendación. Sugerimos que se 
vaya disminuyendo la utilización de sanciones colectivas, cuyo fundamento es cuestionable desde el 
punto de vista del Derecho Internacional de los derechos humanos, por la responsabilidad objetiva que 
muchas veces implica y porque es un recurso disciplinario que debería ser erradicado. Es cierto que 
esto no se puede sacar de un día para el otro, tenemos que ser realistas, porque hay un determinado 
reglamento y prácticas que tienen que ver con el régimen disciplinario, pero dentro de esos esquemas 
actuales se puede llegar a una menor utilización de las sanciones colectivas y de responsabilidad 
objetiva. 


Finalmente, como medida de prevención de incendios, recomendamos que se continúe en la 
sustitución de las ranchadas. El año pasado hicimos especial hincapié en esto porque existía más 
atraso en el tema, aunque durante el año 2013 se avanzó bastante. Todavía quedan algunas, pero 
muchas menos que en los años 2008, 2009 y 2010, lo vimos con los integrantes de la Comisión 
cuando visitamos los establecimientos de Canelones, Colonia, Minas y también en Rivera. Si bien hay 
avances en este aspecto, no debería quedar ningún área con semejante riesgo de incendio. 


En el cuerpo del informe está el mensaje a la Comisión y, como ya dije, abarca tres grandes 
núcleos temáticos: aspectos jurídicos de la aplicación del Protocolo Facultativo a la Convención contra 
la Tortura, tema en el que no habíamos incursionado hasta ahora; aspectos médicos de la prevención 
de la tortura y, finalmente, el reclamo de garantías de no repetición en el caso de uso letal de la fuerza. 


Como todo está desarrollado en el informe y a los efectos de ser breve, finalizaría aquí la 
presentación, y desde luego con el mayor gusto quedo a disposición de la Comisión por si hay 
inquietudes, planteos, críticas o reflexiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchísimas gracias al señor Comisionado Parlamentario. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Buenas tardes y gracias al doctor Garcé por el informe. 


Si bien anoche me llegó la versión del informe en formato electrónico recién me estoy 
enterando de ella a través de las palabras del señor Comisionado Parlamentario, además el 
documento que tengo sobre la mesa es muy esquemático y me sirve para poder seguirlo. 


Coincidimos con las apreciaciones que hace el señor Comisionado Parlamentario en cuanto a 
las buenas prácticas y a las principales áreas críticas. Es por eso que quiero hacerle algunas preguntas 
vinculadas a este informe. 


En primer lugar tomé nota de lo que expresó el señor Garcé en relación a las prácticas que 
no son las correctas y a la demora, por exceso o por omisión, de su traslado al Poder Judicial. Es 


probable y “razonable” -entre comillas- que eso suceda, pero no es algo bueno. 


En cuanto al punto cuarto: impunidad en un caso de uso letal de la fuerza -que sabemos cuál 
es- me pregunto si no hubo ninguna comunicación por parte del Poder Judicial sobre la investigación 
que, obviamente, tiene que estar en ese ámbito. Nos informaron verbalmente que no hubo 
comunicación a nivel de la institución, pero quiero saber si a nivel del Poder Judicial ha habido avances 
en este marco. 


Por otra parte, con respecto a la situación confusa de los familiares en cuanto a lo que 
pueden o no llevar a los reclusos, entendí que depende del personal que en ese momento está a cargo 
de realizar la revisación de los alimentos que se ingresan. Cuesta pensar que en este momento no 
haya algún protocolo o alguna reglamentación. Estuve presente en un establecimiento cuando 
revisaban algunas cajas que les enviaban a las personas privadas de libertad, y pude comprobar que sí 
había discrecionalidad. Cuando pregunté por qué algunas cosas podían ingresar y otras no, me dijeron, 
por ejemplo, que los jugos en sobre no podían entrar. Entonces, si eso es así, debería haber un 
protocolo, y parecería que el problema no debería ser de tan difícil dilucidación. Sin embargo, a pesar 
de que insistimos oportunamente en el tema, veo que siguen habiendo prácticas confusas que 
generan malestar en la visita. Se trata de gente que con mucho sacrificio y pérdida de tiempo hace 
esos paquetes, con una gran carga de cariño, y no está bueno que se generen estas confusiones. No 
logro entender por qué una cosa que podría ser sencilla se transforma en una confusión. 


En tercer lugar, quiero hacer una consideración. Me parece bueno que en las 
recomendaciones figure el tema de reducir progresivamente la aplicación de sanciones colectivas. Es 
una práctica injusta que a veces se nos ha trasmitido como necesaria cuando no hay nadie que se 
haga cargo de lo que sucede; entonces, mejor hacer que todos se hagan cargo, con lo que se elimina 
la dificultad. Como bien dijo el Comisionado Parlamentario, las sanciones colectivas van en contra de 
las normas internacionales y de todo lo que puede ser favorecer la convivencia en un establecimiento 
en el que están las personas privadas de libertad. Por eso quería recalcar que creo que es buena esta 
recomendación porque ayuda y tiene que ver además con el cumplimiento que le tenemos que dar a 
todo lo que pueden ser recomendaciones contra la tortura. Ello está en línea, obviamente, con las 
obligaciones internacionales que tenemos y con nuestra firme voluntad de seguir mejorando las buenas 
prácticas en establecimientos que tienen personas privadas de libertad. 


SEÑOR PARDIÑAS..- Agradezco por la ampliación del informe que ha realizado el señor Comisionado 
Parlamentario. 


Simplemente deseo hacer algunas consideraciones sobre este punto. El planteo me parece 
muy claro desde el punto de vista metodológico al enunciar avances, áreas críticas y sugerencias que 
se proponen para superarlas. 


En el informe se destaca el punto cuarto, que se relaciona con el aumento de la cantidad de 
personas privadas de libertad que estudian y trabajan. Por su parte, en el punto tercero referido a las 
áreas críticas, se señala la disminución de las salidas transitorias. No sé qué grado de relación puede 
tener una cosa con la otra en virtud de que antes muchas de las salidas transitorias estaban asociadas 
a trabajos o a estudios. Entonces, no sé si la aplicación más estricta de esta política de autorización de 
salidas transitorias puede tener algún efecto en un sistema que está aplicando en forma más 
consuetudinaria la promoción del estudio y la formación de algunas aptitudes para el trabajo, en el 
marco de algunos convenios que implican la salida a trabajar de las personas privadas de libertad. 


Lo otro que quiero comentar tiene que ver con el punto noveno de las áreas críticas, donde 
se habla de la protección de las víctimas denunciantes y de los testigos. Me parece que es importante 
contar con esto no para hacer un sistema de «buchoneos» sino de protección de la población privada 
de libertad y de quienes arriesgan por querer colaborar para la solución de algunos problemas que 
existen. Entonces, se marca aquí como un área crítica pero no están enunciadas las alternativas que 
se podrían recomendar a las autoridades del INR como forma de implementar este tipo de acciones. 


El otro tema que quiero señalar se relaciona con las recomendaciones generales del punto 
undécimo -creo que también señalaba este punto la señora Legisladora Payssé- que plantea que no 
tiene que ocurrir que todos sean culpables por no decir quiénes son los responsables de algunos 
hechos. Recuerdo lo que ocurría en el propio sistema educativo uruguayo: si no se decía quién hacía 
bochinche en el salón, quedaban todos sin el recreo. A veces, las acciones colectivas no son las 
mejores para corregir una conducta pero, en caso de tener que hacerlo -en un sistema como el de 
privación de libertad, que sabemos las particularidades que tiene- me gustaría saber cuáles serían las 
alternativas a manejar. Cuando hay individuos que son responsables de acciones que van contra la 
convivencia interna, se los puede diferenciar del resto con una sanción disciplinaria, pero no puede 
haber encierros en calabozos o en celdas de disciplina sin cumplir los derechos que tienen los privados 
de libertad a su integridad física. 


Por tanto, me gustaría saber cuáles serían las alternativas cuando hay que tomar acciones 
disciplinarias en esa población tan particular como la que tenemos en los establecimientos de 
reclusión. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en primer lugar, quiero agradecer el informe in voce 
presentado por el Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Álvaro Garcé, así 
como el repartido que se nos ha remitido oportunamente. Es una buena guía de revisión y discusión de 
los ítems e incluye aspectos globales que mucho agradecemos. De alguna manera, nos sentimos 
gratificados por el hecho de que este mecanismo que demoró tanto tiempo en concretarse a nivel del 
Parlamento -creo que hubo por lo menos quince años de debate parlamentario para llegar a su 
instalación- haya demostrado ser idóneo. Se podrá discrepar con las conclusiones o con los enfoques, 
pero lo cierto es que en el debate sobre el sistema carcelario la opinión del Comisionado Parlamentario 
se tiene como una referencia. 


Me parece que en estos temas de políticas sociales también hay que incorporar una masa 
crítica para poder avanzar sobre la base fáctica en forma acumulada y no simplemente discutir en 
función de opiniones o de lo que se cree que debería ser. 


Desde esa perspectiva, tengo una pregunta general para formular y tal vez lo mejor es referirla 
concretamente al plano legislativo. Es público y notorio que se encuentra en la Cámara de Senadores 
un proyecto de ley sobre hábeas corpus, el cual tuvo una primera aprobación en esa Cámara, luego 
sufrió modificaciones en la Cámara de Representantes -que desde mi humilde punto de vista lo mejora- 
y ahora está nuevamente a estudio del Senado para su aprobación. Entonces, mi pregunta es si ese 
proyecto u otro no fortalecería el cumplimiento de los compromisos internacionales y la legislación 
nacional en cuanto a la prevención del trato cruel, inhumano y degradante, la eventual tortura y, 
naturalmente, la privación ¡ilegítima de la libertad. 


Eso tiene un segundo ítem que me gustaría que el señor Comisionado Parlamentario 
comente, que tiene que ver con la articulación con el Poder Judicial. Muchas veces la Administración - 
incluso superando culturas institucionales contrarias a la investigación de un hecho- hace la denuncia, 
pero el médico forense va un mes después. Nos gustaría identificar dónde aquellas acciones del Poder 
Judicial que van en las buenas prácticas o en las malas prácticas. Poco valdrá el esfuerzo legal y de 
recursos para cambiar, por ejemplo, el Código del Proceso Penal, si después las prácticas del Poder 
Judicial no están a la altura de la situación. 


Como nota al pie y sin ánimo de polémica, señor Presidente, es cierto que el proceso penal 
uruguayo inquisitivo es muy malo; ahora bien, hay procesos penales no inquisitivos que tienen cifras 
muy aberrantes. Cito como ejemplo a los Estados Unidos de América que, además, tiene el mecanismo 
de la aceptación de la responsabilidad, que elimina el juicio y la contradicción, convirtiéndose 
claramente en una aceptación de una condena sin garantía alguna. 


Por último, y a los efectos de hacer una hipótesis, si este informe se tomara por bueno en su 
conjunto, sin quitarle un punto ni una coma -cosa que en este momento no estoy en condiciones de 
hacer, pues requiere un estudio más pormenorizado- y se presentara, por ejemplo, ante el Relator 
Especial del Consejo de Derechos Humanos sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes, o ante el Consejo de Derechos Humanos en el Examen Periódico Universal, cómo 


considera el Comisionado Parlamentario que nos iría en esas dos instancias de revisión de nuestra 
legislación, de nuestra interpretación de las normas y de su aplicación en estos temas que hacen a la 
dignidad de las personas. 


Muchas gracias, Presidente. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Con respecto a las salidas transitorias -tema del que ya se ha hablado- 
quisiera saber si es el Juez quien las autoriza. Si son pocas es porque desde el punto de vista judicial 
hay un atraso. 


Además, quisiera referirme a la protección de la persona que informa o que se queja. Eso es 
realmente muy difícil porque, generalmente, si uno va a reprimir o a buscar, va a decir que lo hace 
porque le informaron determinado asunto. 


Creo que es necesario decir esas cosas porque considero que tenemos que mirar hacia 
adelante, pero ¿cómo podemos reglamentar la situación, solucionarla o protegerla? 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARCÉ.- Agradezco todos los comentarios realizados. 


Me faltó mencionar un asunto, señor Presidente. Desearía dar cumplimiento a un aspecto de 
la ley “creación de la figura del Comisionado Parlamentario” que es la publicación del informe en el 
Diario Oficial. 


Naturalmente, la publicación del informe puede ser algo muy engorroso. Esto lo dejo a 
criterio de la Comisión, pero quiero decir que se ha buscado la forma de lectura y de acceso más clara 
posible. Por eso, la primera carilla resume prácticamente todo el informe. Luego, en las primeras hojas 
se hace un desarrollo y, más adelante, el desarrollo más amplio de los tres temas principales o, por lo 
menos, los que entendimos más importantes. 


Tal vez, para dar cumplimiento a ese artículo relativo a la ley de creación del Comisionado 
Parlamentario -es necesario hacerlo- con la publicación del fragmento que va hasta las 
recomendaciones generales, y eventualmente el mensaje a la Comisión, eso se lograría 
perfectamente. 


Lo que pido concretamente es que se dé cumplimiento a esa comunicación en la medida en 
que la Comisión, y que el señor Presidente en particular lo entienda, en todo o una parte y, de ser así, 
qué parte. 


Comienzo ahora a responder las cuestiones planteadas por la señora Legisladora Payssé. 


En primer lugar, quiero decir que me alegra la coincidencia en la detección de buenas 
prácticas y áreas críticas. En definitiva, son diez pero podrían haber sido doce o catorce. 


En fin, creo que la comunicación del uso de la fuerza es clave por una razón histórica: esa 
comunicación es una obligación clarísima que en la práctica comenzó a relativizarse de a poco y que, 
directamente, luego llegó a incumplirse abiertamente. El incumplimiento repetido de esa obligación fue 
instalando una lógica de impunidad. Planteo esto por la experiencia, sobre todo, en la época del 
Defensor de Oficio, en la década de los noventa y a comienzos de la década pasada. En ese entonces, 
ocurrían cosas en las cárceles, y el Defensor de Oficio, en mi caso era Defensor del departamento de 
San José, donde está el Penal, me enteraba por los familiares, pero no lo sabía por una comunicación 
al Juzgado. 


En los últimos años se ha empezado a mejorar en ese aspecto; hay más casos de 
comunicación. Sin embargo, se plantea el problema que recogía la señora Legisladora Payssé en su 
comentario con respecto a que esa comunicación tiende a ser omisa, defectuosa o parcial cuando se 
sabe que hay un error. En un caso, concretamente, de uso letal de la fuerza, en el que las 
responsabilidades aún no han sido determinadas, hubo comunicación inmediata, el Juez se constituyó 
inmediatamente, hubo una investigación de urgencia en vía administrativa en un plazo rápido y avanzó 
razonablemente, pero después entramos en un período en el que el tema salió del primer plano de la 
atención y a partir de allí no hemos tenido ninguna noticia. Naturalmente, el Poder Judicial no tiene por 
qué dar noticias al Comisionado Parlamentario, pero si se hubiera procesado a alguno de esos 
funcionarios, seguramente nos habríamos enterado, aunque sea al ir a la cárcel, por algún comentario 
o en algún diálogo con las autoridades del INR. Como la ley del Comisionado, con buen criterio, 
excluye la materia jurisdiccional del pedido de informes, no he podido cursarlo oficialmente. Entonces, 
me atengo simplemente a lo que puedo ir escuchando o sabiendo en un seguimiento permanente. 


Con respecto a la cuestión de los familiares, hoy hay más cartelería, que refiere, incluso, a 
derechos de identidad y sexuales, cosa que antes no existía. La directiva a los funcionarios que tratan 
con el público generalmente es dada. Lo que sucede es que después vienen los cambios de guardia, y 
las guardias, a veces, funcionan con una lógica un poco feudal. Cada uno tiene su guardia y lo que 
dice el encargado se cumple por los subalternos. Por ejemplo, cuando en su momento se prohibió la 
utilización de los celulares, me preguntaron qué iba a hacer y yo le pedí al Director Nacional de 
Cárceles que me permitiera ingresar con el celular, porque puede llamar un Legislador o puede ser 
necesaria una comunicación. Naturalmente, nos comprometimos a hacer un uso mínimo del celular. A 
partir de ese momento quedó establecido que el Comisionado y sus asesores podían ingresar con el 
celular a esos únicos efectos. Sin embargo, en algún momento hemos sido interpelados por algún 
funcionario, que nos dijo «Usted no puede entrar con celular», cuando hay ya claramente una orden de 
servicio. Lo que ocurre, entonces, es que a veces en la cadena de mando se produce, si no un corte, 
algún quiebre. Incluso, hemos escuchado a algún funcionario decir: «A mí no me importa lo que digan 
en el Parlamento ni lo que digan mis superiores. Acá mando yo». Lo decía con honestidad brutal. Esa 
lógica, que está tan enquistada en algunos funcionarios, es lo que explica -y esta es, de alguna 
manera, la respuesta a la pregunta de la señora Legisladora Payssé- por qué si hay instrucciones y 
órdenes de servicio muy claras, después, en la práctica, tropezamos con dificultades. 


Creo que es una cuestión que tiene que ver con la formación de una parte del personal. En 
general, esos cambios de criterio o esos feudos se relacionan más con funcionarios que vienen 
tratando con el público desde hace mucho tiempo y que estaban acostumbrados a otra cosa. Lograr el 
cambio en las actitudes es, a veces, mucho más difícil que formar a los nuevos funcionarios, porque 
cuando se acostumbran a una mala práctica, después es difícil revertirlo. Me parece que es una 
cuestión de lógica custodial y de estilo de trabajo lo que explica esos tropiezos en la práctica y no la 
ausencia de esas directivas, que me consta que se dan. 


Con respecto a las sanciones colectivas, me alegra que el punto haya sido recogido, porque 
hay una evidente injusticia y hay, además una cuestión de transferencia injusta de la responsabilidad 
hacia quienes, por el hecho de compartir una celda con un infractor, terminan también sancionados. 


Ahora bien -y con esto me adelanto a una inquietud que planteaba el señor Pardiñas- la 
pregunta es: si dejamos de lado las sanciones colectivas, ¿qué hacemos? ¿El sistema disciplinario 
puede ser eficaz? No tengo ninguna duda de que sí. Si se tienen buenos mecanismos de investigación 
interna y las sanciones son aplicadas con racionalidad, estoy seguro de que de esta forma el régimen 
disciplinario funciona mucho mejor, porque lo que termina enfureciendo y rebelando a las personas es 
la injusticia. Esto es lo que genera más irritación y más quejas. A veces viene un familiar y me dice que, 
por ejemplo, su hijo fue procesado por rapiña hace cuatro años, tiene buena conducta, es primario y 
nunca tuvo ningún tipo de sanción, pero un compañero de celda insultó a un funcionario o cometió otra 
infracción y quedaron sancionados todos. 


Este punto se liga con la pregunta que planteaba el propio Diputado Pardiñas, en el sentido 
de qué hacemos para lograr más eficacia en la protección de los denunciantes. En este caso, por 
ejemplo, quien quiera deslindar responsabilidad frente a un hecho en el que queda colectivamente 
inmerso y desea decir: «Yo no fui», a esa persona hay que protegerla, ampararla. Y lo último que se 
debe hacer es lo que muchas veces se hace: aislarlo, complicándole la vida a él y a la visita, 


exponiéndolo, porque queda mucho más desguarnecido frente al denunciado, o si es un hecho grave y 
se traslada al denunciado, frente a los amigos y compañeros de trabajo de la misma guardia. 
Generalmente, el mismo denunciado no comete la torpeza de hostigar, sino que le pide a un 
compañero de confianza que lo haga y que busque la vuelta hasta encontrarle una falta o un motivo y, 
entonces, ahí sí, aplicar una nueva sanción. No tengo ninguna duda que la sanción colectiva no solo 
puede sino también debe ser eliminada progresivamente -si lo propusiéramos de un mes para otro, 
seguramente, tropezaríamos con dificultades- gradualmente y en paralelo con el fortalecimiento de las 
instancias de protección. Ahora bien, ¿cómo proteger eficazmente? Lo primero es evitar la segregación 
y, lo segundo, no utilizar los traslados como sanción encubierta. Por eso, reclamamos la creación de 
instancias como la Junta de Traslados para tener criterios objetivos de fundamentación de motivación 
del acto de traslado. Si se tiene transparencia en los traslados, si se protege a los testigos, si hay 
mecanismos eficaces de investigación, probablemente se pueda ir disminuyendo gradualmente la 
aplicación de las sanciones colectivas. Por eso es que las recomendaciones están un poco en paralelo 
porque creo que tienen que ser cuestiones que sean adoptadas al mismo tiempo, donde es necesario, 
al mismo momento que se deja de lado la sanción colectiva, proteger a los testigos, establecer los 
criterios objetivos de traslados, así como otras medidas que podríamos sugerir. La idea de hacer una 
recomendación general tiene una razón de ser. Yo prefiero plantear la idea general y, luego, conversar 
con la Administración, en particular, con el Inspector Mendoza y su comando, porque esa puerta de 
diálogo está abierta. Tal vez, si nosotros hacemos la recomendación demasiado específica, el propio 
progreso de la idea se pueda ver perjudicado. Estas ideas que planteo en términos generales ante la 
Comisión, luego las afinaré en ese diálogo permanente con las autoridades del INR. No tengo ninguna 
duda de que es posible avanzar en esa dirección. 


Voy a referirme a las inquietudes del Diputado Felipe Michelini relacionadas con el habeas 
corpus. 


Por supuesto, está la independencia del Poder Judicial, la discrecionalidad de los 
Magistrados del Ministerio Público y Fiscal, en el momento en que piden el procesamiento y prisión, y 
la discrecionalidad de los Magistrados del Poder Judicial y su independencia cuando disponen si es 
con o sin prisión. Los márgenes legales, sobre todo, a partir de la Ley N* 16.058 -que fue hacia 
atrás en una especie de movimiento pendular ante la Ley N* 15.859 de prevención sin prisión, 
del año 1987- le puso límites demasiado estrictos o muy pequeños a la apreciación para el 
procesamiento con o sin prisión. De entrada, los Magistrados están muy limitados, porque la ley 
introdujo, deliberadamente, criterios restrictivos para tratar de que hubiera pocos procesamientos sin 
prisión y muchos más con prisión. Eso fue lo que se buscó en ese momento. Entonces, mi planteo en 
cuanto a la prisión preventiva es la necesidad de legislar, por lo menos repensarlo y, al mismo tiempo, 
también es necesario aprobar ese proyecto de habeas corpus. Esto lo dijimos en un informe que fue 
presentado en su momento a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes. Sabemos que hay, por lo menos, tres iniciativas: las 
normas incluidas en el nuevo Código del Proceso Penal; un proyecto planteado en el 2010 en el 
Senado que tiene media sanción; y otro que es más reciente y que fue introducido por el propio 
Diputado Michelini, si no recuerdo mal, en el año 2013. Cuando se nos pidió nuestra opinión dijimos 
que era saludable que con un recurso sumario como el habeas corpus se pudiera tener una revisión, 
ya no ante el mismo Juez, sino ante otro con competencia penal sobre la extensión y la justificación de 
la prisión preventiva. En definitiva, cuando se dispone la prisión preventiva, el mismo que la dispone 
después califica la extensión y la oportunidad del mantenimiento de la medida. Para que se logre una 
racionalidad tiene que haber un órgano de la misma jerarquía que sea revisor y eso se logra en vía 
sumaria. Por lo tanto, sí consideramos que es bueno y estamos de acuerdo con la posibilidad de 
aprobar el habeas corpus independientemente de la suerte que tenga el proyecto de ley sobre el 
Código Penal. 


Con respecto al rendimiento que pueda tener en la práctica la reforma penal, estamos 
seguros de que si además de votar el Código y de prever los recursos para crear los 62 juzgados, 62 
fiscalías, 62 defensorías de oficio -que es una inversión muy grande- esto no va acompañado por un 
cambio en la mentalidad jurídica -es decir una reforma mental además de la procesal- y de una reforma 
en los criterios de aplicación de la ley penal, esta millonaria inversión va a tener un rendimiento muy 
pobre. Por eso es que, además de votar el nuevo Código, que sin dudas hay que sustituir porque es 
antiguo y perimido -y estoy de acuerdo con el señor Legislador Michelini sobre que un nuevo Código, 
por sí, no asegura el éxito de la reforma procesal- viene una segunda etapa, que es la reforma en las 
actitudes y criterios de aplicación de la ley, tarea que desde luego no es sencilla. 


Con respecto a la posibilidad de comunicar el informe a otro nivel, como al Relator Especial 
sobre la tortura o al Consejo de Derechos Humanos, sería un honor que se hiciera. En cualquier caso, 
es justo reconocer que este Comisionado fue parte de tres delegaciones: la que fue al Comité de 
Derechos Humanos, la que fue al Comité contra la Tortura y la que participó en el mes de enero en la 
presentación de la segunda ronda del EPU de nuestro país. En esas instancias, en el tiempo que 
disponía nuestro Estado para intervenir, que era muy breve, se nos dio la posibilidad de hacer un 
planteo y en los tres minutos que teníamos -aclaro que cada Estado tenía un minuto y fracción para 
hacer las preguntas- tomamos el tema principal: la política criminal y el problema de la prisión 
preventiva. Esas comunicaciones se hicieron a nivel verbal por lo que si la Comisión entiende oportuno 
que luego de analizado el informe se remitiera a otros órganos, no estaría nada mal que se hiciera. 


En cuanto a la pregunta del señor Senador Antognazza... 
SEÑOR MICHELINI.- Antes de que el Comisionado continúe, quiero aclarar lo siguiente. 


La verdad es que no se me había ocurrido lo que sugiere el señor Comisionado 
Parlamentario de remitir este informe pero a prima facie no me parece una mala idea. Incluso, en el 
Seminario que organizó el Poder Legislativo junto con la Unión Interparlamentaria Mundial, algunas 
delegaciones expresaban que se estaba estableciendo la práctica de presentar informes de avance 
semestrales en relación al examen periódico universal; Colombia lo estaba haciendo y aparentemente 
Uruguay también lo va hacer. Esto permitiría generar una secuencia que a su vez sería un insumo para 
la revisión de estas políticas en distintos espacios de Naciones Unidas así como también en la 
sociedad civil. 


Mi pregunta en realidad iba en otro sentido. Si el informe se presentara y se tomara como 
bueno, ¿cómo piensa el Comisionado que respondería estas instancias teniendo en cuenta cómo está 
actuando el Estado uruguayo ante un tema que todos reconocemos -independiente de la asignación de 
responsabilidades- que es complejísimo y necesita secuencia para su resolución? 


SEÑOR GARCÉ.- Pido disculpas al señor Senador Legislador Michelini. No había comprendido su 
pregunta pero ahora me queda claro el alcance de sus palabras. 


Me había quedado pendiente la contestación a la inquietud del señor Legislador 
Antongnazza. Creo que actualmente disminuyeron las salidas transitorias básicamente por el efecto de 
un criterio crecientemente restrictivo en la apreciación de la oportunidad. Hemos visto casos de 
personas que llevan privadas de libertad mucho tiempo, que están trabajando y estudiando y que han 
cumplido cerca de dos tercios de la pena, en los que se pide la salida transitoria y el pedido viene 
negado, a veces con fundamentos muy escasos, simplemente diciendo «no a lugar» y que la fiscalía 
entiende que no es pertinente o adecuado, es decir que en oportunidades ni siquiera se fundamenta 
demasiado la negativa. En esos casos, posteriormente se hace el pedido nuevamente. Entonces, lo 
que vemos es que hay una tendencia declinante. Tomando nota de esto fue que el Parlamento, en el 
año 2012, intentó en la Rendición de Cuentas generar un sistema híbrido. Las salidas transitorias 
tenían solamente competencia administrativa hasta el año 1995, según la Ley N* 16.707 de seguridad 
ciudadana. Como se habían dado situaciones de corrupción graves, como ventas de salidas y demás, 
se decidió pasar esto a la órbita judicial, lo cual en su momento estuvo bien. Luego esa tendencia 
restrictiva hizo que a nivel parlamentario se exploraran otras alternativas para poder flexibilizar las 
salidas en determinados casos, llegándose a un sistema híbrido por el cual el Poder Judicial conserva 
la concesión de las salidas cuando son por causales tradicionales de estudio o trabajo, con el 
procedimiento previsto en la ley, añadiéndose la posibilidad de la autorización en vía administrativa, 
con custodia, dentro del contexto de convenios. Sin embargo, la autorización de estas salidas en vía 
administrativa ha tropezado con una dificultad práctica, que es la falta de custodias. Muchas veces 
desde el INR se dice que está bien, que se autorizaría el procedimiento, pero que no saben cómo 
asignar los funcionarios correspondientes a la custodia. En definitiva, lo que hay es una buena 
intención legal que luego, con los recursos disponibles, tropieza en la práctica. Cuando depende 
únicamente de las decisiones judiciales, me parece que la tendencia obedece a una lectura distinta de 
las mismas normas. Esto sucede también en materia de prisión preventiva. Por ejemplo, un homicidio 
culposo producido por un accidente de tránsito, hace diez o doce años normalmente culminaba con 
una persona procesada -salvo culpa grave- sin prisión; sin embargo, actualmente -sin mediar esa culpa 


grave, por impericia o por otra razón- el mismo hecho termina con la persona en cárcel, a veces por 
períodos más extensos. Es decir, las normas son las mismas, no han cambiado, pero lo que cambió 
fue la lectura. Lo mismo sucede en el caso de las salidas transitorias. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Puede suceder que una persona tenga que rendir un examen en 
determinada fecha y pierda esa oportunidad porque no hay custodia. 


SEÑOR GARCÉ.- Exactamente. El mismo problema se plantea -y por eso hablamos de las 
conducciones médicas- cuando hay un paciente crónico que debe ser operado o que hay que llevarlo a 
hacerse un estudio. En ocasiones batallamos durante meses para que se obtenga la coordinación, y el 
día fijado llega tarde o no es llevado. A veces un retraso, la falta de un recurso o la actitud un poco 
displicente de algún funcionario -que seguramente no es un jerarca- determina ese tipo de resultados 
y, en la práctica, se terminan vulnerando los derechos. 


Con respecto al aumento de las personas que estudian y trabajan y el posible impacto sobre 
las salidas transitorias, diría que esa puede ser una interpretación pero que no necesariamente tiene 
ese resultado. Si tenemos más gente que está en Primaria, que hace ciclo básico, probablemente en 
la pirámide la cantidad de gente que llegue a cuarto, a quinto o a sexto sería mayor, en cuyo caso la 
necesidad de otorgar salidas por estudio en esos niveles también sería mayor. En realidad creo que, 
lisa y llanamente, se trata de un problema de mentalidad jurídica y de criterios de otorgamiento de las 
salidas transitorias, sobre todo porque no creo que exista nada que deba detener este fuerte impulso a 
la promoción del trabajo y el estudio en las cárceles. Creo que el obstáculo externo por la lentitud o por 
la denegatoria de las salidas transitorias va en la dirección contraria, y eso no debería darse. Digo esto 
porque por un lado se hace un gigantesco esfuerzo y, por otro, se restringe. Lo mismo pasa con el 
hacinamiento y las plazas, y me lo han escuchado decir hasta el cansancio. Se ha hecho una inversión 
gigantesca que, además, no se va a detener acá, porque después de todas estas construcciones 
seguirá la de Punta de Rieles. 


El próximo Gobierno va a tener -y así está expuesto en algunos informes anteriores- un 
margen para seguir aceptando y recluyendo personas sin que se repitan escenarios de hacinamiento 
crítico. Pero eso se termina el día que se llene Punta de Rieles con los números que hoy tiene Comcar, 
y eso será cuando esté construido, tenga lugar para 2.700 personas y esté completo. Es más, hay 
cárceles como la de Rivera que fue proyectada con tres pisos y para 300 personas, sin embargo, por 
las dudas, después se agregó un cuarto piso  -400 plazas en total- porque se quería traer personas 
de Tacuarembó y de Artigas para cerrar esas cárceles. Hoy, la cárcel de Rivera está llena, no tiene 
hacinamiento, pero las de Tacuarembó y Artigas continúan hacinadas. En el caso del departamento de 
Soriano hoy se verifica el mayor nivel de hacinamiento: una densidad de casi el 250%, es decir, 25 
personas cada diez plazas. En principio, con la nueva cárcel se va a eliminar el hacinamiento, pero la 
cárcel se inaugura llena porque va a tener 220 plazas. Por lo tanto, en uno o dos años, una cárcel 
nueva que generó una necesidad de inversión muy fuerte, estaría reproduciendo el problema de 
hacinamiento. 


Menciono esto a propósito de la reflexión del señor Legislador Pardiñas con relación al 
esfuerzo que se hace para estimular a las personas que estudian y trabajan, y que sin embargo, 
muchas veces, cuando quieren seguir los estudios o avanzar tropiezan con el otorgamiento de esas 
salidas transitorias. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Pensaba hacer una intervención más adelante, pero como este punto me interesa 
voy a juntar los dos temas. 


Estamos ante un problema, por lo menos, yo lo visualizo así. Una de las principales áreas 
críticas que menciona el Comisionado Parlamentario -y estoy de acuerdo- es el tema de la tasa de 
encarcelamiento. Señaló que tenemos una de las mayores tasas de prisionización de América Latina, 
el doble que Argentina y Brasil: 300% cada 100.000 habitantes. Esta es un área crítica, por lo tanto 
deberíamos tratar de revertirla. 


Por otro lado, sabemos el esfuerzo que se está haciendo y que continuará en cuanto a la 
construcción de infraestructura carcelaria. Ahora, cuando escucho al señor Comisionado Parlamentario 
decir que Punta de Rieles va a inaugurar con capacidad colmada y que de alguna forma el próximo 
Gobierno comenzará sin hacinamiento, pero que, en esta lógica, vamos a reproducirlo, considero que 
hay elementos que nos obligan a razonar para revertir el punto dos de las principales áreas críticas, 
porque si no vamos a la Crónica de una muerte anunciada, por decirlo de alguna manera. ¿Vamos a 
seguir construyendo porque continuaremos prisionizando o vamos a intentar bajar esas tasas a través 
de las medidas alternativas que me consta es una preocupación recurrente de muchos Legisladores 
como del propio Comisionado Parlamentario que ha hecho recomendaciones al respecto? Es un signo 
de interrogación porque frente a los números que estamos cantando y a este intercambio pondría este 
punto, por lo menos, en un semáforo de luz amarilla tirando a roja. Entonces, quiero saber cómo se 
visualiza esta contradicción para modificarla. 


Esta es la pregunta que me surge como consecuencia de la última intervención del señor 
Comisionado Parlamentario. 


El otro tema que me preocupa tiene que ver con un análisis más bien político. Me tocó 
presidir esta Comisión durante la legislatura pasada e integrarla desde el comienzo y veo que hay un 
avance importante entre lo que son las valoraciones sobre aquel sistema carcelario -con el que 
comenzamos a trabajar en esta Comisión y a interrelacionarnos con el organismo de contralor que 
representa el doctor Álvaro Garcé- lo que eran aquellas recomendaciones horribles sobre las latas y 
una cantidad de cosas que estaban pasando, y los diez puntos de buenas prácticas, las diez áreas 
críticas y las doce recomendaciones. Obviamente, tendremos que tener en cuenta todo esto pero, 
desde el punto de vista cualitativo, en mi opinión, las recomendaciones son mucho menos graves o 
urgentes -aunque la urgencia puede ser una forma subjetiva de expresarme- de lo que fueron todas 
aquellas que se formularon en un principio, como consecuencia de un sistema carcelario que no estaba 
reunificado, como se ha hecho ahora y en el que el hacinamiento era moneda corriente, además de 
toda una serie de elementos que ahora podemos apreciar en los informes que hemos recibido, gracias 
a la creación de esta institucionalidad. 


El Diputado Michelini planteaba la pregunta de cómo nos verían ahora en el EPU si fuéramos 
allí con este material. En lo personal, estuve en Ginebra con el señor Comisionado Parlamentario en la 
presentación del EPU y si repasamos las recomendaciones en esta materia del primer evento y del 
segundo, podremos ver que son diferentes, aunque todavía tenemos cosas pendientes. También creo 
que desde las primeras recomendaciones de la oficina del Comisionado Parlamentario hasta ahora, ha 
habido una modificación en cuanto a las áreas críticas, que en aquel momento eran hipercríticas y 
motivaban sesiones especiales para tratar situaciones muy complicadas. Ahora tenemos la posibilidad 
de ir avanzando en algunas áreas en las que quizás, en los primeros análisis o recomendaciones ni 
siquiera figuraban. Está claro que no aparecían allí no porque no fueran trascendentes sino porque 
había que atacar una emergencia carcelaria que hoy está siendo tratada, lo que da lugar a que hoy 
podamos intercambiar ideas sobre temas que también son relevantes y a los que no resto importancia. 
Aclaro esto porque no quiero que mañana la prensa publique que dije que no importaba que hubiera 
30% de tuberculosis o algo así sino que, por el contrario, para mí es importantísimo que hoy podamos 
considerar estos temas, ya que en instancias anteriores, cuando se daban los informes, pasaban a un 
segundo plano porque había otras urgencias que no nos permitían atenderlos. Reitero que para mí 
esto es muy importante porque hace a la vida de un conjunto de personas que solo tienen privada la 
libertad ambulatoria y, como bien sabemos, tienen derechos que deben ser atendidos y preservados 
durante todo ese tiempo. 


Hago esta reflexión porque entiendo que hemos atacado la emergencia y ahora podemos 
centrarnos en un informe que puede tocar otros temas que debían ser relegados a un segundo plano, 
ya que había otras situaciones que obligaban una atención más focalizada sobre el sistema. Creo que 
vamos avanzando y que si bien faltan algunas cosas, la historia de los sistemas carcelarios en el 
mundo es compleja, es la historia de los motines y los arreglos, de las transas y de muchas cosas que 
no van a dejar de producirse más allá de la buena voluntad que pongamos. Sin embargo, cuando hay 
una cantidad de medidas que tienen que ver con la infraestructura y otra cantidad de buenas prácticas 
que hoy se están utilizando, esto puede ser controlado. En mi opinión, el haber reunificado el sistema 
carcelario en el INR ha sido algo fundamental para poder tener una visión holística y global y para 


trabajar estos temas de manera diferente a como lo hicimos cuando recién se creó la figura del 
Comisionado Parlamentario y la Comisión correspondiente, dado que eran momentos complejos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo tanto tiempo y experiencia en el tema como la Legisladora Payseé 
pero, sin duda, se ha ido abordando como Nación la problemática, lo cual permite que queden 
elementos a superar y mejorar. Todo esto permitirá que se avance hacia una excelencia o superación 
de los problemas o de una de las patas como ser la seguridad. En un período que considero corto se 
han logrado avances sustantivos, lo cual no significa que no se reconozca que son absolutamente 
ciertos muchos de estos temas. Incluso, como Presidente de la Comisión hemos seguido muchos 
temas puntuales junto con el Comisionado Parlamentario, por ejemplo, la coordinación de 
intervenciones quirúrgicas de presos. A veces, hasta nos da vergúenza que pase tanto tiempo sin 
solucionar problemas graves de salud o incomodidades más que notorias de la gente. Obviamente, 
son temas que habrá que encarar. 


De todas formas, quisiera realizar una reflexión. Sin duda en el «debe» está la forma de 
cómo encarar medidas alternativas. Incluso, esperamos avanzar con todos los deberes pendientes que 
tenemos en materia del Código del Proceso Penal. Sin embargo, es cierto que en la medida en que 
logremos avanzar en esta nueva concepción de convertir al sistema penitenciario uruguayo en un 
sistema de rehabilitación, que no será lineal ni rápido -como mencionaba el Comisionado Garcé, 
cambiar los veteranos o los que vienen con viejas prácticas es muy difícil- eso va a implicar un cambio 
cultural, como también de la forma de pensar y de accionar. Todos sabemos que en cualquier 
organización pública o privada, empresarial o de gobierno, incluso, del deporte, lo que más cuesta es 
cambiar la forma de pensar de la gente y las prácticas. Por lo tanto, sabemos que es difícil pero tengo 
la esperanza de que cuando logremos avanzar en este proceso de convertir el sistema penitenciario 
uruguayo en uno instituto de rehabilitación, una de las patas de este tema, como es el problema de la 
seguridad, se verá disminuido porque nuestras cárceles se han convertido en la universidad del delito y 
en un circuito de retroalimentación de la delincuencia. En consecuencia, por ese lado vamos a poder 
atacar el problema de la seguridad. Entonces, aspiro que eso, más las medidas alternativas y de 
educación, me permitan soñar que no seguirá creciendo el número de reclusos. 


Por tanto, esperamos que estas medidas que se están tomando, junto con otros factores 
sociales y objetivos que se están atacando, permitan que se mejore la situación. Estos son caminos a 
seguir y no estamos hablando de temas contradictorios. Hay que establecer medidas alternativas y 
hay que seguir profundizando las buenas prácticas en materia penitenciaria, como ser la rehabilitación, 
todo lo cual no es contradictorio. 


SEÑOR GARCÉ.- No quiero quedar en deuda con el Legislador Michelini porque estaba tratando de 
responder lo que planteó el señor Legislador Antognazza. 


Puedo dar algunos datos objetivos sobre la percepción externa. Si comparamos el informe de 
marzo de 2009, de Manfred Nowak, con el informe de diciembre-marzo del doctor Juan Méndez, 
claramente veremos que hay una apreciación diferente. Por tanto, en la visita de seguimiento de 
diciembre de 2012 se reconocieron los avances y se marcaron también las cosas que estaban 
pendientes. 


Otro dato objetivo: entre la primera y la segunda ronda del EPU, la cantidad de preguntas 
sobre el sistema penitenciario disminuyó y aumentaron los reconocimientos sobre determinados 
cambios. Es decir, no tengo ninguna duda que lo que estamos viendo nosotros también lo observan en 
el exterior, del mismo modo que lo que veíamos como dificultades, lo vieron en su momento en el 
exterior los relatores y el resto de la comunidad internacional. 


La Legisladora Payseé preguntaba sobre la posibilidad de revertir el problema de la tasa de 
encarcelamiento y salir de una contradicción que es muy preocupante. Hace unos años los informes 
eran más duros con la realidad; no estoy hablando de las medidas. 


Por otra parte, la situación era -y utilizo el mismo adjetivo- horrible tanto personalmente como 
desde el punto de vista de la sensibilidad que cualquiera podía experimentar al ir a una cárcel pero, 


además, preocupante desde el enfoque institucional porque, en su momento, el Estado uruguayo 
estuvo a punto de perder el control sobre el sistema carcelario. Es más, en algún momento llegó a 
perderlo temporalmente en algunas áreas del Penal de Libertad, en ciertos módulos del Comcar y en 
algunos sectores de la cárcel de Las Rosas. Y en esos sectores donde se perdió el control, después 
hubo motines y muertos. 


Entonces, la sensación que teníamos hace años -además, creo que la volcábamos en los 
informes y la expresábamos ante la Comisión- era de honda preocupación porque aumentaba la 
población carcelaria y se empezaban a tomar medidas, pero veíamos que la realidad le pasaba por 
arriba a la velocidad de los cambios. 


El señor Presidente hablaba de su esperanza en un sistema penitenciario distinto; en lo 
personal, la comparto y creo que nunca la llegamos a perder en esta Comisión, más allá de cuestiones 
de valoración política, que son lógicas de acuerdo a los distintos sectores y a la tarea técnica que le 
toca al asesor. 


Hoy la esperanza tiene una base mucho más sólida, lo que ocurre -y no dejo de entender el 
alcance de las palabras del señor Presidente- es que eso no puede llevarnos a descansar en un 
esfuerzo que se podría perder muy fácilmente. Por eso hablamos de cómo, en el próximo período, se 
puede llegar a llenar la cárcel de Punta de Rieles, de que la cárcel de Mercedes va a estar llena en su 
primer día y de que ya lo está la cárcel nueva de Las Rosas o la nueva de Rivera. 


Entonces, ¿cómo se logra revertir esa tendencia al encarcelamiento? En realidad, tenemos 
correctivos, por ejemplo, si se introducen vías sumarias de revisión de la prisión preventiva -hábeas 
corpus-, se aprueba el Código, se votan los recursos necesarios y, luego, se insiste en que esa 
inversión gigantesca, que pagará la comunidad, tenga rendimiento. Además, ello se logrará si 
seguimos fortaleciendo mecanismos como el de la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida -OSLA- 
para que tenga una dimensión nacional. Esto no es tan costoso; en realidad, es mucho más caro poner 
a la gente presa. 


Creo que estas cosas nos van a llevar, de alguna manera, a salir de esa contradicción pero, 
claro, para que todo este esfuerzo enorme sea viable en el futuro no tenemos que olvidarnos que la 
construcción de un sistema nacional como el que de a poco estamos edificando, tiene que 
complementarse con la salida de las cárceles del Ministerio del Interior. Debemos derrotar 
definitivamente la visión custodial de la tranca, la de encerrar, de poner preso y pasar la llave y, 
muchas veces, hasta tirarla. Definitivamente hay que dejar atrás eso. 


Hoy no se habló de los operadores porque eso ya se hizo en un informe especial del que fue 
tema, pero no nos olvidemos que esa ha sido una inversión enorme del Estado uruguayo y que para 
que el sistema pueda cambiar toda esa área técnica que está todavía debajo del área de seguridad  - 
pero, de a poco, va creciendo- tiene que llegar a nivelarse definitivamente. 


Por eso es que en el informe decimos que la estructura de la Dirección del Instituto Nacional 
de Rehabilitación con un Director, un Subdirector Administrativo y un Subdirector Técnico está bien, es 
una especie de triángulo que se complementa satisfactoriamente. También es positivo que eso mismo 
se haya reproducido, después, a nivel de cada una de las cárceles. 


Creo no haber olvidado nada y si no es así, pido disculpas a los señores Legisladores, pero 
entiendo que las reflexiones y las preguntas están respondidas. Agradezco mucho al señor Presidente, 
así como también a las señoras y señores Legisladores, la atención, las preguntas y las reflexiones 
vertidas. 


En realidad, nos vamos aproximando al cierre del ciclo de este Comisionado Parlamentario; 
probablemente este sea el último informe que presente. También quiero que sepan que estamos 
trabajando ya en la redacción de un informe final que será presentado el año que viene y que será muy 
extenso porque, en definitiva, vamos a recopilar todas las recomendaciones y el trabajo de nueve años. 
En ese sentido, señor Presidente, no quiero interpolar temas que no corresponden a la presentación 


que hoy nos ocupa, pero al hacer aquel informe queremos, de alguna manera, dejar una contribución 
que sirva más allá del accidental pasaje personal, porque entiendo que el ciclo personal -y así lo 
establece la ley- va llegando a su fin. 


Entiendo, también, que la experiencia institucional debería continuar en coordinación y en 
armonía con otros mecanismos institucionales de monitoreo. Creo que el sistema que se ha dado en 
nuestro país, de articulación entre la Institución Nacional de Derechos Humanos y el Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Penitenciario, es un mecanismo plural de prevención, amplio y que en la 
práctica ha funcionado. Por lo tanto, mi visión sobre ese tema es que, dada la especificidad de la tarea 
penitenciaria y la magnitud del esfuerzo que requiere el monitoreo, tal vez la mejor opción sea 
continuar con esa articulación de dos mecanismos, tal como lo prevé el protocolo. Digo esto, porque 
ello está ampliamente desarrollado en el informe y no me referí a ese punto. Por lo tanto, me parece 
que la presentación verbal debe estar totalmente en consonancia con lo escrito. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De más está decir que el informe será publicado en la página web del 
Parlamento, sin perjuicio de coordinar luego la instrumentación en el Diario Oficial. 


Por otra parte, quería referirme a un tema vinculado a lo que acaba de expresar el señor 
Comisionado Parlamentario. De acuerdo con lo conversado y dada la proximidad de la campaña 
electoral, debo decir que esta fue la última sesión de la Comisión y, quizás, la última vez que contamos 
con la presencia del doctor Garcé, porque es de público conocimiento que posiblemente se registre un 
cambio en este sentido. 


Sin perjuicio de que la semana próxima concurriremos a las cárceles de Salto y Paysandú y 
de que, eventualmente, tengamos un nuevo encuentro, en nombre personal -creo que también en 
nombre de los demás integrantes de la Comisión- quiero expresar un reconocimiento al trabajo 
realizado. A la vez, me gustaría destacar el placer que nos dio haber trabajado juntos, en un sentido 
positivo, remarcando lo que implica seguir avanzando. Ese fue el objetivo para el cual surgió el 
Comisionado Parlamentario y también esta Comisión bicameral. De ahí, pues, ese saludo y 
reconocimiento a la labor llevada adelante por el doctor Garcé. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


